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DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO EN COBRO COACTIVO PRODUCTO DE RESPONSABILIDAD FISCAL / MEDIDAS CAUTELARES / NIEGA / CONFIRMA. En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales
(…)
Para el caso de las medidas cautelares, la entidad le manifiesta que las mismas no resultan procedentes, pues los bienes de propiedad de la señora Hincapie Muñetón se encuentra afectados como patrimonio de familia y el señor Zapata Gordon no posee inmuebles.  Tal decisión de manera alguna puede ser considerada violatoria del debido proceso, pues la entidad está obligada a buscar la satisfacción de la obligación a favor del municipio de Apía y para ello cuenta con la facultada de decretar el embargo de los bienes con los cuales estime cumple con dicha carga, con independencia si ellos pertenecen a un solo de los deudores.

Respecto a la incongruencia que plantea el demandante relacionada con la decisión de la Contraloría General del Risaralda de mantener como deudora solidaria a la aseguradora Cóndor S.A., cuando en el auto proferido el 12 de enero de 2010, en el que fueron resueltas las excepciones de mérito formuladas por ella, se determinó que estaba obligada a cancelar el 90% de la deuda, en virtud a las pólizas de cumplimiento oportunamente constituidas, debe indicarse que luego de analizada la actuación se observa que en ningún momento se decidió que el 90% de la obligación se encontraba única y exclusivamente a cargo de ésta sociedad y el restante 10% debía ser asumido por los sancionados.

(…)
Ahora, si los cuestionamientos dentro del proceso van encaminados a desconocer que la obligación fiscal de la cual es deudor, tiene el carácter de solidaria, conforme lo estima el ente de control amparado en el artículo 44 de la Ley 610 de 2000, es un tema que debe ventilar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mecanismo que ha considerado la Corte Constitucional resulta eficaz e idóneo en este caso, pues puede solicitar, desde la presentación de la demanda, la suspensión del acto o los actos administrativos reprochados en esta oportunidad.

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, catorce de febrero de dos mil dieciocho 

Acta N° 0        de 14 de febrero de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación formulada por JAVIER TORRES GÓMEZ contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 15 de diciembre de 2017, dentro de la acción de tutela que le promueve a la CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA. 

ANTECEDENTES

Informa el señor Javier Torres Gómez que para los años 2002 a 2004, cuando se desempeñó como tesorero del municipio de Apía, se inició una investigación fiscal que, en principio no arrojó irregularidades, pero que después de una queja elevada por un usuario se estableció que la señora Katia Lilian Hincapié Muñeron, Auxiliar Administrativa de la Alcaldía de ese mismo ente territorial, se estaba apropiando de los dineros provenientes de los impuestos del municipio, por medio del sistema de doble facturación, delito que confesó en su oportunidad, informando además haber obrado sin colaboración de ningún otro funcionario.
Pese a lo anterior, la Contraloría decide iniciar investigación en su contra por considerar que era responsable solidaria y físicamente de esa apropiación, procediendo a embargar el único bien heredado de su padre que por disposición de su progenitora y sus hermanas se dejó a su nombre, pero en el que ellas habitan.

Informa que para desempeñarse como tesorero del municipio de Apía constituyó pólizas de garantía con Seguros del Estado y la Cía Aseguradora el Cóndor, haciéndose efectivas en el proceso de jurisdicción coactiva la totalidad de las pólizas tomadas con la primera compañía, pero con la última sólo se cobraron 2 debido a la falta de diligencia y gestión de la Contraloría General de Risaralda, entidad que omitió perseguir los bienes de la señora Hincapie Muñetón y del señor Evelio Zapata quienes también fueron sancionados.
Indica que finalizado el proceso fiscal el 24 de octubre de 2009 se libró mandamiento de pago contra él, de Katia Lilian Hincapie Muñetón, Luis Evelio Zapata Gordón y la Compañía de Seguros el Cóndor por la suma de $44.216.528; la aseguradora oportunamente formuló excepciones de mérito indicando que su responsabilidad no era solidaria, pues conforme a las pólizas de cumplimiento, esta solo respondía por el 90% del monto asegurado, correspondiendo el pago del 10% restante a los demás ejecutados, monto que estuvo dispuesto a cancelar junto con el señor Evelio Zapata.
La defensa planteada por Cía de seguros, fue acogida por el ente de control, pero persistía en el error de considerar que la obligación era solidaria y por ese motivo, el día 30 de enero de 2017 solicitó la aclaración y/o revocatoria del auto de 30 de octubre de 2009 por ser violatorio del debido proceso, petición que fue negada y contra la que interpuso los recursos de ley,  solicitando además que fuera embargada la pensión de Evelio Zapata y las propiedades de Katia Hincapie, sin lograr un pronunciamiento favorable.
Sostiene que el bien inmueble que le fue embargado, fue secuestrado y se encuentra a la espera de ser rematado, a pesar que en él vive su progenitora de 90 años y una hermana, quienes derivan su sustento de la ayuda económica que le proveen los demás hijos y hermanos.

Por lo expuesto,  considera vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo vital y el debido proceso y por tanto solicita su protección y como consecuencia que el ente de control dejé sin efecto el mandamiento de pago librado dentro del proceso de jurisdicción coactiva radicado con el número 069-09; se declare que sólo debe responder por el deducible de la póliza constituida con Seguros Cóndor S.A; se levanten las medidas que recaen sobre el bien inmueble de su propiedad; se embarguen los bienes de la señora Katia Lilian Hincapié Muñeton y se embargue el 50% de la pensión del señor Evelio Zapata Gordon.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue admitida por al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad por auto de fecha 1º de diciembre de 2017, providencia en la que se concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días para que ejercieran su legítimo derecho de defensa. 

Vinculado oportunamente el ente de control, éste dio respuesta a la tutela confirmando los hechos de la misma, excepto aquéllos en los que se señala que no fue correcta la decisión de declarar solidaria la obligación que persigue en el proceso de cobro coactivo cuyo trámite se reprocha en la actualidad.

Aclara que ninguna irregularidad se ha presentado a excepción del mandamiento de pago que se libró respecto a la Compañía de Seguros Cóndor S.A., el cual fue corregido posteriormente para señalar que la deuda de ésta sociedad correspondía al 90% de lo adeudado, pues el deducible, de acuerdo con la póliza de garantía estaba a cargo del tomador de seguro.

Refiere, también que de acuerdo con lo establecido en la ley 610 de 2000, la aseguradora dentro del proceso de cobro coactivo integra la litis como tercero civilmente responsable, lo cual indica que la obligación es solidaria con el deudor, por lo tanto, si ésta no cumple los demás demandados están llamados a realizar el pago.

Indicó también que dentro del trámite cuestionado ha obrado conforme lo establece la Ley 42 de 1993, estando presente el actor en todas y cada una de las etapas, incluso realizando peticiones que han sido atendida oportunamente y por ello, considera que no le asiste razón al actor en su pedimentos, pues éste no es el mecanismo al que debe acudir para satisfacer sus pretensiones. 
En sentencia de fecha 15 de diciembre de 2017, el Juzgado de conocimiento negó la protección constitucional solicitada por el señor Javier Torres Gómez al advertir la improcedencia de la acción constitucional para controvertir el trámite surtido dentro de un proceso de responsabilidad fiscal, en el cual ha tenido la oportunidad de recurrir las decisiones allí adoptadas, por lo que consideró que el reclamo del actor debe ser conocido por la justicia administrativa, a través de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho, dado que no existe una situación especial que amerite la intervención del juez de tutela, ni se configuró el requisito de inmediatez, toda vez que el auto que libró mandamiento de pago en su contra fue proferido hace más de 7 años.

Inconforme con la decisión el demandante la impugnó justificando su interposición tardía de la presente acción constitucional, por la muerte de su apoderado; las varias intervenciones en el proceso solicitando al ente de control prorratear la obligación o el deducible del 10%, a lo cual nunca obtuvo respuesta; la tardía actuación de la misma entidad para hacer efectivo el cobro de las póliza de cumplimiento constituida con Seguros Cóndor, que permitió que esa aseguradora desapareciera de la vida jurídica, sin pagar su parte de la obligación, pretendiendo cobrarle la totalidad de la obligación; la negativa a decretar medidas sobre los bienes de la verdadera responsable del desfalco, así como sobre la pensión del codemandado y el indebido estudio del estado del bien sobre cual recayó el embargo, el cual hace parte del patrimonio familiar y el que en la actualidad viene siendo usufructuado  por su progenitora.

Finalmente, reclama la irregularidad que reviste el hecho de que al momento de resolver excepciones previas en el proceso de cobro coactivo, se tomó posesión de bienes de propiedad de Seguros el Cóndor sin que se indiqué qué paso con éstos, como tampoco de las razones por las cuales se cobra el total de la deuda, cuando una de las aseguradoras pagó el monto de lo asegurado y la otra efectuó un pago parcial.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Procede la acción de tutela para controvertir el trámite surtido en procesos de responsabilidad fiscal?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

Respecto a la procedencia de la acción de tutela en proceso de responsabilidad fiscal, la Corte Constitucional ha construido una línea jurisprudencial en la cual ha mantenido la posición de que este mecanismo de protección excepcional no procede para discutir lo acontecido al interior de dicho trámite a menos que se acredite la existencia de un perjuicio irremediable, pues considera que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, además de ser un medio judicial de defensa principal legalmente establecido para ello, también resulta idóneo y eficaz, pues se cuenta con la posibilidad de solicitar su suspensión provisional de las decisiones cuestionadas, medida cautelar que hace perder al acto su fuerza ejecutoria mientras se emite la decisión de mérito sobre la legalidad de aquéllos actos (C.C.A., art. 152 y s.s.).  
Al respecto, en Sentencia 030 de 2015 dijo esa Alta Magistratura, luego de hacer un recuento jurisprudencia al respecto, concluyó que:

“En conclusión, tal como lo demuestra la jurisprudencia de la Corte, resulta indispensable analizar frente a cada caso, si el ordenamiento jurídico tiene previstos otros medios de defensa judicial para la protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados y si los mismos son lo suficientemente idóneos y eficaces para otorgar una protección integral. Particularmente, tratándose de los procesos de responsabilidad fiscal, se ha reconocido reiteradamente la idoneidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante también se ha sostenido que el amparo constitucional puede proceder excepcionalmente si se acreditan los elementos característicos del perjuicio irremediable”.

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-1263 de 2001, esta Corporación sostuvo:
“El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitucionalmente como la garantía que tiene toda persona a un proceso justo y adecuado, esto es, que en el momento en que el Estado pretenda comprometer o privar a alguien de un bien jurídico no puede hacerlo sacrificando o suspendiendo derechos fundamentales. El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se pretenda –legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.”
4. CASO CONCRETO
En presente asunto, el actor reprocha la actuación de la Contraloría General de Risaralda, dentro del proceso de cobro coactivo iniciado en su contra, por medio del cual se pretende el pago de la condena impuesta en el proceso de responsabilidad fiscal, por valor de $56.656.887.

Concreta su inconformidad en el hecho de que la condena le fue impuesta también a la señora Katia Lianam Hincapie Muñetón, al señor Luis Evelio Zapata Gordon y a las Aseguradoras Seguros del Estado S.A. y Cóndor S.A.; no obstante solo él fue afectado con las medias cautelares, dado que resultó embargado un inmueble, que si bien se encuentra a su nombre, la verdad es que también es propiedad de sus hermanas y su progenitora se encuentra usufructuándolo.

También identifica como una situación puntual para considerar vulnerado sus derechos fundamentales al debido proceso y al mínimo vital, el que el ente de control haya determinado que la obligación cobrada es de carácter solidaria,  lo que significa que puede buscar el pago de cualquiera de los deudores, cuando lo correcto y así lo determinó en la parte considerativa de la decisión en la cual resolvió las excepciones de mérito formuladas por Cóndor S.A., es que reclamara de ésta el 90% de la obligación ejecutada y el 10% restante fuera asumida a prorrata  a los demás obligados.

Lo primero que debe advertirse es que los reclamos que formula el actor respecto al silencio de la entidad de control en torno a las solicitudes relacionadas con el embargo de los bienes de la señora Katía Lilian Hincapie Muñeton y del 50% de la pensión de vejez que disfruta el señor Luis Evelio Zapata Gordon, no tiene fundamento alguno, pues a folio 17 del expediente se observa el auto de fecha 16 de febrero de 2017 proferido por la Contraloría General de Risaralda, en el que resuelve todas y cada una de las inconformidades que plantea respecto al proceso.

Para el caso de las medidas cautelares, la entidad le manifiesta que las mismas no resultan procedentes, pues los bienes de propiedad de la señora Hincapie Muñetón se encuentra afectados como patrimonio de familia y el señor Zapata Gordon no posee inmuebles.  Tal decisión de manera alguna puede ser considerada violatoria del debido proceso, pues la entidad está obligada a buscar la satisfacción de la obligación a favor del municipio de Apía y para ello cuenta con la facultada de decretar el embargo de los bienes con los cuales estime cumple con dicha carga, con independencia si ellos pertenecen a un solo de los deudores.
Respecto a la incongruencia que plantea el demandante relacionada con la decisión de la Contraloría General del Risaralda de mantener como deudora solidaria a la aseguradora Cóndor S.A., cuando en el auto proferido el 12 de enero de 2010, en el que fueron resueltas las excepciones de mérito formuladas por ella, se determinó que estaba obligada a cancelar el 90% de la deuda, en virtud a las pólizas de cumplimiento oportunamente constituidas, debe indicarse que luego de analizada la actuación se observa que en ningún momento se decidió que el 90% de la obligación se encontraba única y exclusivamente a cargo de ésta sociedad y el restante 10% debía ser asumido por los sancionados.

En efecto, en dicha providencia la Contraloría declaró probada la excepción de cobro de lo no debido respecto a la citada a seguradora, pero solo por el deducible correspondiente al 10% del monto asegurado, procediendo a corregir el mandamiento en ese sentido, aclarando que, en su condición de tercero civilmente responsable, estaba llamada a responder por la suma de $39.794.875, correspondiente al 90% de la deuda, mientras que para los demás obligados se mantuvo dicho monto en la suma de $44.216.528.  El que el accionante haya entendido que fue relevado del pago del 90% de la obligación, no puede constituirse en el argumento para cuestionar la actuación de la entidad accionada, pues nadie puede alegar en su favor la propia torpeza o culpa.
Ahora, si los cuestionamientos dentro del proceso van encaminados a desconocer que la obligación fiscal de la cual es deudor, tiene el carácter de solidaria, conforme lo estima el ente de control amparado en el artículo 44 de la Ley 610 de 2000, es un tema que debe ventilar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mecanismo que ha considerado la Corte Constitucional resulta eficaz e idóneo en este caso, pues puede solicitar, desde la presentación de la demanda, la suspensión del acto o los actos administrativos reprochados en esta oportunidad.
Lo anterior es así, por cuanto, primero, no evidencia la Sala la vulneración del debido proceso que alega el actor y segundo, no se configura el perjuicio irremediable como requisito de procedibilidad para acudir a la acción de tutela como mecanismo principal, pues conforme los hechos de la demanda, el mismo está representado en el embargo y secuestro de un bien inmueble que incluso actualmente sigue usufructuado por su progenitora –fl 13 y 14-.

A más de lo anterior el hecho de que desde el 12 de enero de 2010 –fecha en que se corrigió el mandamiento de pago- tenga conocimiento de que la obligación perseguida por el ente de control tiene el carácter de solidaria, es una situación que desdibuja la inmediatez como requisito de procedibilidad, lo cual impide la intervención del juez de tutela para dirimir el conflicto.
En el anterior orden de ideas, encontrando que no existe mérito para modificar la decisión de primer grado, la misma será confirmada.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el día 15 de diciembre de 2017.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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